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EMPLEADO BANCARIO – ESTABILIDAD – REGIMEN APLICABLE – CATEGORIA – INDEMNIZACION AGRAVADA POR EMBARAZO – MOBBING.-

CAMARA CIVIL, COMERCIAL, DE FAMILIA Y TRABAJO.-

SENTENCIA NUMERO: NUEVE.-

En la Ciudad de Marcos Juárez, a los doce días del mes de Junio de Dos mil doce, siendo día y hora de audiencia, se reúnen  los Señores Vocales, Dres. Luis Mario Sosa (H), Jorge Juan Alberto Namur y José María Tonelli, bajo la presidencia del primero de los nombrados y en presencia del Secretario autorizante, a los fines del dictado y lectura de la sentencia en estos autos caratulados "BATISTA  RAPETTI, María Celeste c/ BANCO DE LA PROVINCIA DE CORDOBA - Demanda laboral -" (Expte. B-009-2011), de los que resulta: Que a fs. 1/13 comparece María Celeste Batista Rapetti, Documento Nacional de Identidad número 28.183.174, de veintinueve años de edad, casada, domiciliada realmente en Perú 409 departamento "C" y fijando especial a los fines de las presentes actuaciones en San Martín 758, ambos de la Ciudad de Marcos Juárez, y promueve demanda en contra del Banco de la Provincia de Córdoba reclamando se declare nulo el despido discriminatorio formulado el día 15.01.2010; se la reinstale en su puesto de trabajo, retrotrayendo las cosas al estado anterior al acto nulo, pero en la categoría que realmente le corresponde, con astreintes en caso de mora en el cumplimiento; se condene a la demandada a pagarle la diferencia de haberes adeudadas entre la que efectivamente percibía por la falsa categoría que se consigna en los recibos de haberes y la que realmente le corresponde por el período no prescripto, teniendo en cuenta que la prescripción liberatoria para reclamar las diferencias impagas adeudadas desde el ingreso ha sido interrumpida el 31.07.2009; se ordene el pago de los salarios caídos desde la fecha del distracto y hasta la efectiva reinstalación en su puesto de trabajo; y se condene a la demandada a pagar la suma de Pesos Ciento sesenta y cinco mil quinientos ochenta y seis Pesos con treinta y tres centavos por el daño moral que le produjo con su acto ilícito.


En forma subsidiaria y para el hipotético caso de que no se acoja la demanda en los términos expuestos anteriormente, reclama el pago de la diferencia de indemnizaciones por despido arbitrario derivada de la diferencia de haberes, habida cuenta que percibió la indemnización por despido a cuenta de mayor cantidad calculadas sobre la base remuneratoria que no es la correspondiente y sin que ello implique de manera alguna conformidad con la conducta de la empleadora ni actitud contraria a sus propios actos toda vez que desde antes de la extinción dispuesta por la demandada manifestó su disconformidad y reclamó por el reconocimiento de sus legítimas acreencias y derechos como trabajadora; el pago de diferencia de haberes; la indemnización agravada conforme artículos 1 y 2 de la Ley 25.323; la indemnización por daños y perjuicios materiales y morales derivada de la Ley 23.592 art. 1 en función y concordancia con lo dispuesto en los arts. 172, 178 y 182 L.C.T., por despido discriminatorio. Reclama la suma de Pesos Trescientos setenta y un mil treinta y ocho con catorce centavos en el reclamo principal y la suma de Pesos Seiscientos veinticinco mil sesenta y tres con noventa y nueve centavos en el reclamo subsidiario, que en planilla discrimina, todo con intereses y costas hasta el día del efectivo pago.


Dice que ingresó a trabajar para la demandada el día cuatro de septiembre de dos mil siete, en el que celebró un contrato de trabajo por seis meses y luego otro contrato más y en septiembre de dos mil ocho quedó en planta permanente, siempre para desempeñarse como Oficial de Negocios Júnior en Banca Empresas en la Sucursal Marcos Juárez, coincidiendo en la cláusula segunda que percibiría una suma de Tres mil Pesos mensuales.


Luego del vencimiento de los contratos continuó trabajando sin solución de continuidad en la misma sucursal, mismas tareas y mismas jornadas. tanto es así que en el mes de julio de dos mil ocho la entidad bancaria, por intermedio de su presidente le otorgó un poder general de administración en forma colectiva a varios funcionarios, dividiéndolos en grupos según las respectivas funciones que cumplieran, estando incluido dentro del grupo D, compuesto por los oficiales de negocios.

 
 Las tareas propias de la función como oficial de negocios consistía según el mandato en administrar bienes muebles, inmuebles y semovientes, dar en préstamo dinero u otros valores, aceptar hipotecas, prendas u otras garantías, gestionar ante la Administración Pública Nacional Provincial ó Municipal intervenir en juicios en nombre y representación del Banco; adquirir ó enajenar bienes, cancelar hipotecas, suscribir escrituras y realizar gestiones administrativas consulares diplomáticas, aduaneras y ante el Banco Central de la República Argentina. A continuación transcribe lo que dice es el texto del poder y manifiesta que de ese modo sus tareas eran las de funcionaria de la demandada, cumpliendo funciones que excedías las de un gerente de sucursal.

 
 Dice que su desempeño era excelente, con entera disposición para el banco empleador, con título de Contadora Pública, habiendo acreditado con suficiencia ante el banco su capacidad para el puesto a desempeñar y su buena conducta par la responsabilidad adjudicada.


Mientras que en los recibos de la empleadora consigna la leyenda Oficial de Negocios Júnior, siendo esa categoría inexistente en el C.C.T. 18/75, surge una alteración evidente en la categorización convencional, dispuesta unilateralmente por la empleadora. Frente a tal irregularidad, requirió a la empleadora a partir del mes de febrero de dos mil nueve se le regularizara la situación laboral y se le acordara la categoría convencional correspondiente. A partir de tales reclamos la empleadora comienza con el acoso laboral plasmada en los siguientes hechos: Sin previa resolución por escrito y menos aún notificación, de una manera subrepticia e injuriante, mientras me encontraba usufructuando licencia por maternidad le retiraron de la oficina de trabajo dos legajos de grandes clientes, los que fueron devueltos el mismo día frente a su justificado reclamo. Posteriormente, continuando con la misma conducta persecutoria, cuando culmina su licencia por maternidad y se reincorpora -julio 2.009- se encuentra con que sus Carpetas, su clave y todos los elementos necesarios para cumplir sus funciones no estaban en su escritorio, habiéndole retirado la empleadora la totalidad de los legajos correspondientes a los grandes clientes configurándose de esa manera una alteración de las condiciones esenciales del trabajo en su objeto conforme lo previsto en el art. 66 L.C.T., por lo que formuló denuncia en el D.P.T. en virtud de las grandes injurias de las que fue víctima, de la reticencia de la empleadora en regularizar su situación laboral conforme las reales funciones cumplidas y de la consecuente deuda por diferencia de haberes.


Así fue como a medida que se desarrollaba su vida familiar y privada y su participación gremial, el acoso laboral y la discriminación de que fue víctima iba en progresión geométrica. El 22.11.2008 se casó enviando copia de la solicitud de licencia en septiembre del mismo año. Desde el 24.11.2008 hasta el 8.12.2008 gozó de licencia por matrimonio, sin embargo esta le fue autorizada con fecha posterior, porque misteriosamente la solicitud enviada tres meses antes desapareció, por lo que sufrió la gran preocupación y stress cuando se enteró que las inasistencias de esos días estaban injustificadas. Finalmente se las justificaron luego de reclamar ello. En febrero de dos mil nueve, estando en evidente estado de gravidez, su superior le asigna el listado de sus clientes a Nancy Días, otra oficial de negocios sin ninguna explicación ni justificación. Igual actitud persecutoria y revanchista tuvo el banco respecto de su compañera de trabajo, la delegada sindical María Cecilia Martínez. El 7.4.2009 comenzó a gozar de licencia por maternidad que duró noventa días. Su hijo nació el 4.5.2009 y mientras gozaba de licencia por maternidad y María Cecilia Martínez de licencia por enfermedad, ambas toman conocimiento que sin que mediara notificación ni resolución formal y de una manera subrepticia e injuriante, les habían retirado de sus respectivos escritorios dos legajos de grandes clientes, los que fueron devueltos el mismo día frente a su reclamo formulado de inmediato. Con posterioridad continuaron las acciones persecutorias tendientes a retirarles la totalidad de los legajos correspondientes a los grandes clientes hasta que formularon reclamo en tal sentido e insistieron para que se les reconozca la real actividad y funciones y pago consecuente de las diferencias de haberes. Esta denuncia fue realizada en el D.P.T. el 31.7.2009, habiéndose fijado audiencia  conciliatoria para el 11.12 a la que el banco no asistió. En una nueva audiencia concurrió el gerente de la sucursal, negando todos y cada uno de los reclamos y solicitando el archivo de las actuaciones. El mismo día 13 de enero de 2010 envió por bolsín certificado que daba cuenta que portaba un embarazo de quince semanas de gestación, obrando además copia en su legajo personal. Finalmente con fecha 15 de enero de 2010 mediante escritura pública, se le notifica la extinción de la relación laboral sin expresión de causa. Ello fue rechazado por su parte.  


 
 La demandada por intermedio de su apoderado Dr. Ernesto Román contesta la demanda a fs. 25/37, a cuyos términos nos remitimos por razones de brevedad, pero en prieta síntesis niega todos los hechos y el derecho aducidos por la accionante en su escrito de demanda, niega que la actora posea derecho o acción para fundamentar su ilegítimo reclamo, asimismo niega adeudar a la accionante la suma de $.625.063,99 más daño moral por los conceptos incluidos en la demanda. Que adeude diferencias salariales, diferencias indemnizatorias, indemnizaciones agravadas, daño moral Ley 23.592 e indemnización art. 178 L.C.T.. Niegan que el Banco de la Provincia de Córdoba haya adoptado una actitud discriminatoria con la persona de la actora, negando procede la declaración de nulidad de la medida de despido dispuesta a su respecto como infundada. Niegan que proceda la reinstalación ó el pago de salarios caídos. También niega las tareas descriptas por la actora, como integrante del mandato otorgado a su favor autorizara a la misma funciones que excedían las atribuciones de un gerente de sucursal. Niega haber llevado conducta de acoso laboral, haber alterado las condiciones esenciales del contrato de trabajo, que sin justificación alguna hubiera asignado el listado de aquellos que la actora curiosamente denomina “mis clientes” a otra oficial de negocios. La demandada niega que con fecha 13/01/2010 la actora hubiera remitido por bolsín certificado que daba cuenta que portaba un nuevo embarazo, negando asimismo que obrara copia del supuesto certificado en el legajo personal de la actora n° 15777/5. Niegan que la condición de mujer, madre ó el supuesto segundo embarazo de la actora guardara relación alguna con la medida de despido incausado dispuesto a su respecto. Niegan que corresponde a la actora el encuadramiento convencional de Jefe Departamental de 3° de acuerdo C.C.T. 18/75 y normativa invocada en su demanda. Afirma la demandada que lo real y cierto es que el Banco de la Prov. de Córdoba, en uso de las facultades que la propia L.C.T. le confiere, dispuso el despido incausado de la actora, poniendo a su disposición todos y cada uno de los rubros indemnizatorios previstos por la normativa legal vigente, de acuerdo a su categoría convencional y antigüedad en el empleo. Agrega que lejos está la Sra. Batista de ser una empleada dedicada, diligente, que acataba las órdenes e instrucciones impartidas por la principal. Lo real y cierto es que durante el año 2009, gozó de 106 días de licencia, ya con fundamento en el art. 48 CCT 18/75, licencia anual reglamentaria y maternidad, es decir que apenas si laboró la mitad de los días hábiles del año, lo cual no resulta gravitante para la Entidad en cuanto a su funcionamiento, puesto que sus funciones de Auxiliar, según dan cuenta sus recibos de haberes, desarrollando tareas de tipo administrativo resultan de fácil sustitución por otros dependientes, que no requieren para ello de una especial calificación. Sostiene el Banco que la actora fue una dependiente, una mandataria, en los términos del poder que cita en demanda, es decir una intermediaria, una gestora de negocios propios de la Entidad, como tal debidamente remunerada y reconocida, dentro de los límites de las funciones asignadas, sin que existan elementos de ponderación que permitan sustentar un reclamo como el intentado. Sostiene la demandada que la actora ha sido debidamente categorizada, como Auxiliar seg´n el C.C.T. 18/75 y por otro lado, de acuerdo a la política de cobertura de puestos funcionales, vigente en el Banco de la Provincia de Córdoba desde el mes de enero de 2.008, se estructuró el funcionamiento de la entidad en base a puestos funcionales, equiparados a las categorías del C.C.T. 18/75, de acuerdo a las distintas funciones asignadas a los dependientes. Sostiene la accionada que no es procedente la diferencia de indemnización reclamada por estar la actora correctamente categorizada y realizar las tareas propias de la misma. La demandada plantea la excepción de falta de acción del pedido de Indemnización agravada de la Ley 25.323 por encontrarse la misma debidamente registrada y haberse abonado las indemnizaciones del despido. Respecto a la indemnización por Daño Moral Ley 23.592 sostiene que pacíficamente se sostiene en materia laboral que la indemnización tarifada prevista en el art. 245 L.C.T. resarce de modo completo todo daño que pueda esgrimirse con motivo de la extinción del vínculo laboral y no existe en el caso ninguna circunstancia que por su gravedad o excepcionalidad pudiera, eventualmente, justificar la imposición de una condena como la anhelada. Manifiesta la accionada que es improcedente la “nulidad del despido” solicitado porque no existe ninguna disposición del derecho de trabajo que admita la nulidad del despido como sanción, por las causas que invoca la actora u otras que pretendiera invocar. Respecto al planteo de despido discriminatorio, el banco sostiente que cuenta en su planta de personal a numerosas mujeres, esposas y madres, muchas de ellas que ocupan cargos de alto rango, lo que da por tierra los argumentos esgrimidos por la actora, agregando que tampoco es un problema para la demandada la actividad gremial de sus dependientes, desconociendo antecedentes en el caso particular de la actora al respecto. Respecto a la Indemnización del Art. 178 L.C.T. en relación al agravamiento indemnizatorio con fundamento en su presunto estado de gravidez al momento de la ruptura del vínculo laboral, manifiesta que no existe constancia en los registros del Banco de la Provincia de Córdoba del estado de embarazo denunciado, mucho menos en su legajo personal, por tanto no se encuentra cumplimentado el requisito que torna procedente la indemnización pretendida, es decir, la notificación en forma cursada al empleador, poniendo en su conocimiento la existencia del embarazo. Solicitan el rechazo integral de la demanda deducida en todas y cada una de las partes con costas.-

 
 A fs. 75/78vta. la actora ofrece prueba Confesional, Instrumental-Documental, Testimonial, Informativa y Pericial Contable. 

 
 La demandada hace lo propio a fs. 504/505vta., ofreciendo Confesional, Testimonial, Documental-Instrumental, Informativa y Reconocimiento de Firma.

 Diligenciada por el juez de conciliación la pertinente, la causa se eleva al tribunal, el que avocado e integrado definitivamente (fs. 574), fija audiencia de vista de la causa (fs. 551), de lo que dan cuenta las actas respectivas (fs. 631/632, 639 y 652). Concluido el debate se fijan las cuestiones a resolver, el orden que los señores vocales emitirán su voto y la fecha de lectura de la sentencia.-

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. JORGE JUAN ALBERTO NAMUR; DIJO:
 
 I. Relación de causa. 

 
 La relación de causa que antecede, satisface a mi entender las exigencias del código de rito, por lo que a ella me remito, sin perjuicio de que se pueda resaltar algún aspecto de interés para un mejor desarrollo de la cuestión.

 
 II. Lo demandado.

II.1. Conforme se desprende de la relación de causa que antecede, se demanda: En primer lugar, la nulidad del despido y por vía de consecuencia su reincorporación al puesto de trabajo que ostentaba con más su categorización correspondiente, abonando la diferencia de haberes adeudados por lo percibido y la categoría reclamada por el período no prescripto. Asimismo, el pago de los salarios caídos desde la fecha del distracto hasta su efectiva reinstalación y el daño moral por el acto ilícito.

 
 II.2. Subsidiariamente para el caso de que no tuvieran acogida los reclamos anteriores, el pago de diferencia de indemnización por despido arbitrario derivado de la diferencia de haberes por diferente categoría; la diferencia de haberes adeudados; la indemnización agravada de los arts. 1 y 2 de la Ley 25.323; indemnización por daños y perjuicios materiales y morales derivados de la Ley 23.592 por despido discriminatorio. Todo más intereses legales y costas.

 
 III. La Solución.

 
 III.1. Nulidad del despido. Improcedencia.

 
 III.1.a. Conforme lo relacionado por el apoderado del banco demandado en la contestación de la demanda, no existe la estabilidad absoluta del empleado bancario. De manera tal que debemos estar a las categorías descriptas en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744, de aplicación a las relaciones laborales de los empleados del Banco de la Provincia de Córdoba; es decir, causado e incausado, de los cuales derivan sus consecuencias legales.

 
 III.1.b. De allí que no resulta acertado el argumento de la ilicitud del despido por la falta de preaviso invocado por la actora, pues ello está expresamente previsto en la ley de contrato de trabajo, con su correspondiente sanción para el caso de incumplimiento (art. 232 L.C.T.), y que el Banco demandado, ante la falta de otorgamiento, efectivamente cumplió pagando, con la conformidad de la actora (ver recibo de fs. 387).

 
 Por ello, contestando a los puntos II. 1/2 de la demanda, es improcedente declarar la nulidad del despido y como tal, no corresponde retrotraer las cosas al estado anterior al mismo ordenando que se reinstale a la actora en categoría alguna. 

 
 De la misma manera, no habiendo acto ilícito que se pueda imputar al Banco de la Provincia de Córdoba relacionado con el despido de la actora, no puede haber daño moral sujeto a indemnización de su parte.

 
 III.2. Encuadramiento pretendido. 

 
 III.2.a. La actora mediante contrato de empleo temporario comenzó a trabajar para el Banco de la Provincia de Córdoba el cuatro de septiembre de dos mil siete. En el mismo se concertó que lo haría como oficial de negocios júnior en la denominada Banca Empresas (contrato de fs. 70), calificado por parte del delegado sindical al prestar testimonio, como “un banco dentro del banco”. Así quedó reflejado en la audiencia de vista de la causa y lo recoge la parte actora en sus alegatos  (testimonio de Juan Carlos Peta). 

 
 El nuevo contrato celebrado en el mes de Febrero de dos mil ocho reitera los términos del primigenio (ver fs. 71); para luego pasar a ser contratada como empleada permanente.

 
 No obstante ello, es la propia actora quien describe que su función fue siempre la misma y sin solución de continuidad, ya en vigencia de los contratos a plazo fijo, ya como empleada de planta permanente; o sea: Oficial de Negocios "Júnior" de Banca Empresas, en la Sucursal Marcos Juárez, con la misma jornada y tareas (ver punto IV.HECHOS.a/b de la demanda de fs. 2 vta./3).

 
 III.2.b. La afirmación de que cumplía funciones que excedían las de un gerente de sucursal (puntop IV.d de fs. 3 vta.), no solo que no se ha probado, sino que ha quedado desvirtuada, además con algunos testimonios, con su propia confesión.

 
 En efecto, a preguntas del Tribunal en la audiencia de vista de la causa respondió que "no era gerente de sucursal en todos sus aspectos..."no teníamos personal a cargo", "pero -agrega- éramos responsables en el área préstamos".

 
 O sea que de acuerdo a su propia versión, la única coincidencia con al cargo de gerente de sucursal era esta última actividad, pero curiosamente era la misma para la cual fue contratada, reconociéndose diferentes estamentos ó categorías para el sector:  Júnior, Semi Senior y Senior (testimonios de Marcelo Rueda (recursos Humanos), Luciano José Rossi (Team Leader)); quienes reportan a un Team Leader, que es su superior, siendo el oficial de negocios, el primer eslabón (ver pericia contable a fs. 325).
 
 III.2.c. De allí que no es posible analizar la alteración de las condiciones de trabajo bajo el prisma de la normativa del artículo 66 L.C.T. como se pretende, cuando se limita a las obligaciones convencionales asumidas primigeniamente, que no se denuncian como violatorias de normas de orden público laboral y que la parte expresamente y a los fines de su ingreso como dependiente del Banco de la Provincia de Córdoba, ha declarado conocer y aceptar en el marco de una diagramación específica del sector denominado Banca Empresas en función de su conocimiento, experiencia y capacitación personal  (ver posición 20ma. de fs. 579, que pide se tenga por confesa a la contraria),  como Oficial de Negocios Júnior; independientemente que como tal no se encuentre incluida en la convención colectiva del sector, pero que la actora, siendo el primer eslabón, lo asume como Auxiliar.


O sea que tampoco se comprueba la realización de tareas características y definitorias del cargo superior pretendido conforme el Convenio 18/75 (conf. TSJCba., Sala Laboral, Sentencia 253/07 “Cami c. Bco. Social”), por lo que no se puede tener por confeso al Banco demandado de que haya percibido haberes menores a los que correspondía por las tareas llevadas a cabo.
 
 III.2.d. Si entendía que lo dispuesto era ilegal, debió denunciarlo en ese momento como para que se reconsiderasen las condiciones de la contratación; pero no aceptarlo sin ambages para lograr la obtención del cargo, y luego, ya fuera del contexto en que fue logrado, comenzar a invocarlo como agravio injuriante, porque ello se encuentra reñido con el principio de la buena fe, a la que las partes deben ajustar su conducta, tanto al celebrar, como al ejecutar ó extinguir el contrato ó la relación de trabajo (art. 63 L.C.T.), con mayor razón, cuando en su faz remunerativa había sido acordado con la Asociación Bancaria, tal como da cuenta la cláusula segunda de sendos contratos obrantes en copias a fs. 70/71, lo que aleja dudas sobre la violación de la disposición del artículo 7 L.C.T.. 

 
 Decimos fuera de contexto, porque recién se lo hace a partir de su incorporación al Banco de la Provincia de Córdoba como empleada de planta permanente (ver denuncia de fs. 46), siendo que efectuó siempre las mismas tareas y bajo la misma responsabilidad como auxiliar.

 
 En cuanto a las operaciones que detalla la pericia contable ofrecida por la actora y que responden al punto a) de la misma (fs. 320/321), si bien es la oficial de negocios quien confecciona los formularios y firma el contrato respectivo conforme el mandato otorgado por la Institución, aquellas debían ser analizadas y conformadas por personal jerárquico del banco para que el cliente pudiera disponer de los fondos, tal como surge claramente del trabajo del Perito.

 
 Así y a modo de ejemplo, vemos que a fs. 172, la operación allí objetivada, lleva la conformidad de margen y tasa por parte del Sub Gerente de Recursos Financieros ó quien lo representa, y la resolución comercial, la de la Oficial de Negocios, del Team Leader, del Sub Gerente Comercial y del Gerente de Créditos; y la de fs. 187, al igual que la anterior, la del representante de la sub gerencia de recursos financieros y la de la oficial de negocios, el Team Leader, el Subgerente General Comercial, el Subgerente de Banca de Empresas y la del subgerente de riesgos.

 
 O sea, que la responsabilidad del área créditos de la que habla la actora no le era exclusiva, ya que no dependía de su sola voluntad, por lo menos para los créditos de Pesos Veinte mil ó mayores, tal como surge de la pericia (ver a modo de ejemplo fs. 243/250) y era objetivado en formularios tipo emitidos por el Banco (ver fs. 248/250 para el acuerdo en cuenta corriente y fs. 207/212 para contratos de mutuo).

  
Como consecuencia de lo expuesto, corresponde rechazar la pretensión de que se le paguen diferencias de haberes adeudados por diferencia de categoría.

 
 III.3. Indemnización agravada. Estado de embarazo.

 
 III.3.a. La actora, a los fines de obtener la indemnización agravada del art. 178 L.C.T., manifiesta haber comunicado su condición de embarazada por remisión de certificado médico en el bolsín del día 13.01.2010, lo que fue desconocido por la patronal.

 
 III.3.b. Nancy Graciela Díaz, testigo ofrecida por el Banco demandado, describe como era el mecanismo de comunicación del estado de embarazo en este sector, sosteniendo que "se reportaba directamente a banca empresas"; "no pasaba por el Team Leader"; "no se cargaba la copia del certificado que mandaban a Córdoba". "La costumbre era y es la confianza".

 
 III.3.c. De manera coincidente lo hace el testigo Daniel Marcelo Rueda, quien es Sub Gerente de Recursos Humanos, manifestando que “el certificado se envía por bolsín y se le da a la persona de la línea (jefe) y se remite a Córdoba a la Gerencia de Recursos Humanos”. “A la agente le queda copia que se agrega y vuelve sellado”. “Banca Empresas tiene una línea con bolsín separado que luego remiten a recursos humanos”. 

 
 III.3.d. En el particular, se ha acompañado copia de un certificado de fecha 11.1.10 extendido por el Dr. Enrique Díaz, especialista en ginecología y obstetricia, que da cuenta que la Sra. Batista Rapetti María Celeste, D.N.I. 20.183.174 presentaba un embarazo de 15 semanas, siendo su FUM el 24.09.09 y su fecha presunta de parto el 30.06.10 (ver fs. 73), reconocido por el profesional actuante en la audiencia de vista de la causa. 

 
 III.3.d.1. Luciano José Rossi, dice que como Team Leader recepcionó la comunicación del primer embarazo de Batista Rapetti, pero del segundo no. Pero agrega que Cecilia Martínez le dijo que habría estado embarazada.

 
 III.3.d.2. Por su parte Cecilia Martínez, dijo que vio el certificado y que lo ensobró y lo mandó. Que aparentemente el sobre desapareció. No hay antecedentes de que otro certificado haya desparecido. 

 
 Si bien esta testigo mantiene una situación de conflicto con el banco por su categoría, su manifestación concuerda con otros testimonios, por lo que corresponde valorarlo conforme las reglas de la sana crítica.

 
 III.3.d.3. A su turno, la testigo Mirtha Alicia Rossi, jefa de área en atención al público de la mesa de entradas con veintiocho años de antigüedad, dijo que “ella le mostró el certificado y para corroborar si hacía bien la asistencia, sacó una fotocopia y le pidió un sobre para enviarlo (refiriéndose al certificado prenatal), viendo que lo despachó”. “Se pone el código y se remite a recursos humanos vía bolsín”. “Unos días después la despidieron”.

 
 III.3.d.4. Es evidentemente la existencia del embarazo de quince semanas de María Celeste Batista Rapetti a esa fecha, el que trató de comunicar a la patronal conforme la modalidad establecida por el Banco. 

 
 Es que, relacionado con el modo de comunicación, debemos estar a lo manifestado por Nancy Díaz, quien es hoy Team Leader y que manifiesta que no debe pasar por sus manos, sino que se remite a Banca Empresas. Corresponde resaltar esta circunstancia, porque si bien Luciano José Rossi, quien era Team Leader de la actora al momento del embarazo, dice no haber recibido el certificado, lo importante es que María Cecilia Martínez le dijo que habría estado embarazada.

 
 Refuerza ello el testimonio de Juan Carlos Petta, Secretario General de la Asociación Bancaria quien dijo: “Estaba embarazada”; “yo ví el certificado de embarazo”...”llamé a Córdoba por el certificado y me atendió una mujer que me dijo que lo tenía en sus manos y que me quedara tranquilo”. Al otro día se quedó tranquilo pero el certificado desapareció. Que posteriormente habló con el Sub Gerente de Relaciones Laborales Atecas y le dijo que el embarazo lo arreglarían en el juicio, lo que -según el dicho del testigo- confirma que el embarazo existía”.

 
III.3.d.5. Ello así, como la actora pierde el control de la copia de su legajo al ser despedida y queda el mismo en poder del empleador, siendo que el original deja dudas respecto su correlación, ya que existen fojas que responden a un bis (ver pericia de fs. 320/327) y otras intercaladas sin foliar (ver desde fs. 66 bis a 74 del legajo principal y especialmente nota del 16 de Abril de 2009 dirigida a Gerencia de Recursos Humanos por Gerencia de Banca de Empresa y certificado de Enrique Díaz M.P. 25974/7 Ginecología y Obstetricia del 7/4/9 y certificado del Dr. Enrique Díaz del 10/12/08 entre fs. 65 y 65bis), teniendo en cuenta lo avanzado del estado de gravidez (15 semanas) y que la apreciación de la prueba, en el peor de los casos, solo podría generar duda, cuando además, la falta de foliatura corresponde a certificados médicos anteriores, ello debe interpretarse en favor de la trabajadora (art. 9 L.C.T. t.o. Ley 26.428) ya que un buen empleador nunca pudo dejar de conocer lo que circulaba por medio de sus comunicadores formales, generándose de esa manera la presunción del art. 178 L.C.T. que en autos no se logra desvirtuar con otra prueba.

 
 Es que, en el contexto señalado respecto del modo de comunicar el estado de embarazo a la patronal por parte de los oficiales de negocios de Banca Empresas, quien es despedido sin causa, queda en inferioridad de condiciones para acreditar lo que ha efectuado del modo que era costumbre aceptada y en la que prevalecía la confianza, toda vez que con la extinción del contrato de trabajo la misma desaparece, pasándosele ahora a exigir una formalidad que durante la vigencia del contrato, no existía.

 
 Debe tenerse en consecuencia por acreditado el conocimiento de la condición de embarazada de la agente María Celeste Batista Rapetti por parte del Banco de la Provincia de Córdoba al momento de operarse el despido incausado.


Por ello, conforme las especiales circunstancias del caso, "la insistencia del presentante en el requisito de la notificación fehaciente, no resulta dirimente frente a la realidad comprobada del estado de embarazo" (confr. T.S.J. Cba., Sala Laboral, autos "Maggi c/ P & B Group S.A. (KILL) - Demanda- Recurso de Casación"  A. I. Nro. 526 del 31.08.2.000).


Corresponde en consecuencia hacer lugar al reclamo de la actora del pago de la Indemnización agravada del art. 182 L.C.T..-
 
 III.4. Indemnización por daños y perjuicios materiales

             y morales derivados de la ley 25.392.

 
 III.4.a. Todo el discurso sobre el acoso laboral -mobbing- que dice la actora fue objeto, queda descalificado no solo con los argumentos desarrollados en la cuestión debatida, que rechazan un reclamo y conceden otro, sino que el argumento de que le sacaron carpetas, no deja de ser una manera de ejercer el Banco sus propias prerrogativas.

 
 III.4.b. Repárese que se manifiesta como injuriante el hecho del retiro de dos legajos de grandes clientes, cuando estaba usufructuando licencia por maternidad, y ello no deja de ser lícito porque está dentro de las facultades de dirección que asisten al empleador para atender los fines de la empresa, cuando la actividad no puede detenerse (arg. art. 65 L.C.T.), ya que como bien se dice, los clientes no son suyos, sino del Banco.

 
 Mayor razón aún, cuando en el punto f. 4 (fs. 5) manifiesta que mientras ella se encontraba con licencia por maternidad y María Cecilia Martínez, con licencia por enfermedad, le retiraron dos legajos de su oficina de grandes clientes, los que fueron devueltos el mismo día ante sus reclamos.

 
 Independientemente de la sucesión efectiva de ese hecho tal como lo narra la actora, lo cierto es que se trataban de las dos Oficiales de negocios existentes en la sucursal y como tal, el banco bien pudo actuar de la manera en que lo hizo, a los fines de proseguir con una operatoria normal, que no puede ni debe detenerse por la ausencia, aún justificada, de quienes llevan adelante la sección, porque ello se encuentra previsto en el manual de procedimiento que establece que las atribuciones son indelegables y los reemplazos por ausencias programadas, deben ser realizados por funcionarios con niveles de atribuciones iguales o superiores (Ver informe pericial, punto f de fs. 325). En los hechos -tal como se reconoce en la demanda- se habría derivado a otro oficial de negocios (Nancy Díaz); o sea, de acuerdo con la reglamentación, sin perjuicio de que se los devolvieran de inmediato ante el reclamo.

 
 Por ello, definido el mobbing como aquella situación en la que una persona ó un grupo de personas ejercen una violencia psicológica extrema durante un tiempo prolongado de forma sistemática, sobre otra persona en el lugar de trabajo; y que por tiempo prolongado los analistas son contestes en señalar que no debe durar menos de seis meses; y en cuanto a la forma, la agresión debe manifestarse por lo menos una vez a la semana (cita de Claudio Campeotti en Mobbing. Creencias y ficciones, D.T. 2006-A-317), desde el momento que la actora lo denuncia a partir del mes de marzo de dos mil nueve y los elementos caracterizantes de la misma, dos conductas: una, el hecho de sacarle los legajos, que como vimos bien pudo estar justificado; y la otra, la reticencia en regularizar su categoría, que tampoco era procedente, ni siquiera se darían las condiciones como para analizar ello como un supuesto acoso.

 
 Restaría lo relacionado con el desconocimiento de la situación de embarazo, que, como también vimos, se beneficia por la duda y en cuanto a que fue despedida, se trata de una decisión del Banco que no se agota en la actora, por lo que debemos estar a lo manifestado que obedece a una política de reestructuración del mismo (ver listado de despidos operados en pericia de fs. 320/327).

 
 En definitiva, descartado cualquier indicio discriminatorio y de acoso a partir del concepto fijado, el reclamo es absolutamente improcedente. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. LUIS MARIO SOSA (H); DIJO:

Que adhiere a las argumentaciones y conclusiones arribadas por la Vocal preopinante emitiendo su voto en idéntico sentido.-

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. JOSE MARÍA TONELLI; DIJO:


Que comparte la fundamentación y decisión obtenidas por la Vocal de primer voto expidiéndose de igual manera.- 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. JORGE JUAN ALBERTO NAMUR; DIJO:


Si mis conclusiones fuesen compartidas propongo:

 
a) Se rechace la pretensión de recategorización demandada.


b) Por vía de consecuencia de ello, se rechace el reclamo por diferencia de haberes y las diferencias indemnizatorias correspondientes al preaviso y despido incausado y las indemnizaciones de los arts. 1 y 2 de la Ley 25.323. 

 
 c) Se rechacen las pretensiones relacionadas con las indemnizaciones por daño moral.

 
 d) Se haga lugar al pago de la indemnización agravada del art. 182 LCT., ó sea el importe correspondiente a un año de remuneraciones del último año trabajado.-


e) A la suma de condena deberá adicionarse un interés a la tasa pasiva promedio mensual del B.C.R.A., con más un dos por ciento nominal mensual desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, siempre con el límite de la tasa activa, siguiendo el criterio de éste tribunal en "Cerezuela c. Nardoni y Panadería la Internacional" Sent. N° 11 del 28.5.02 y lo dispuesto por el T.S.J. Sala Laboral in re: "Hernández c./ Matricería Austral".
 
 f) Se impongan las costas al Banco de la Provincia de Córdoba que resulta vencido difiriéndose la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para su oportunidad.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. LUIS MARIO SOSA (H); DIJO:

Que adhiere a las argumentaciones y conclusiones arribadas por la Vocal preopinante emitiendo su voto en idéntico sentido.-

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DE CAMARA DR. JOSE MARÍA TONELLI; DIJO:


Que comparte la fundamentación y decisión obtenidas por la Vocal de primer voto expidiéndose de igual manera.- 


Por el resultado de los votos que anteceden y normas legales citadas, el Tribunal por unanimidad RESUELVE:


I.- Rechazar parcialmente la demanda interpuesta por la Sra. María Celeste Batista Rapetti en contra del Banco de la Provincia de Córdoba, por los siguientes rubros: Diferencia de haberes y las diferencias indemnizatorias correspondientes al preaviso y despido incausado y las indemnizaciones de los arts. 1 y 2 de la Ley 25.323 e Indemnizaciones por daño moral.

 
 II.- Hacer lugar al pago de la indemnización agravada del art. 182 LCT., conforme las pautas dadas en el primer voto a la segunda cuestión planteada.


III.- A la suma de condena deberá adicionarse un interés a la tasa pasiva promedio mensual del B.C.R.A., con más un dos por ciento nominal mensual desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, siempre con el límite de la tasa activa, siguiendo el criterio de éste tribunal en "Cerezuela c./ Nardoni y Panadería la Internacional" Sent. N° 11 del 28.5.02 y lo dispuesto por el T.S.J. Sala Laboral in re: "Hernández c./ Matricería Austral".
 
 IV.- Imponer las costas al Banco de la Provincia de Córdoba que resulta vencido. Diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para su oportunidad.-


V.- Protocolícese.-

Fdo.: Dres. Sosa (H) – Namur – Tonelli – Vocales – Meneses – Secretario –

Voto Dr. Namur: Contrato de Trabajo – Despido Directo – Nulidad del despido: Improcedencia – Inexistencia de estabilidad Absoluta – Improcedencia del pedido de reinstalación – Encuadramiento Escalafonario - Diferencia de Categoría – Obligaciones convencionales asumidas primigeniamente, no violatoria del orden público laboral – Testigo: Valoración – Indemnización agravada por embarazo – Modo de comunicación – Costumbre aceptada en la empresa – prevalencia de la confianza – Improcedencia de la exigencia de la formalidad – Art. 9 L.C.T. in dubio factis – Daño Moral – Mobbing – Concepto - Improcedencia
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